COPIAS SIMPLES – Valor probatorio 

Mediante la sentencia proferida el 28 de agosto de 2013 bajo el Radicado No. 25.022 la Sala plena de la Sección Tercera de ésta Corporación consideró que en aras de dar prevalencia al derecho sustancial sobre el procesal, así como también al derecho fundamental de acceso a la administración de justicia, debía otorgársele valor probatorio a los documentos que siendo aportados en copia simple, si a lo largo del proceso las partes no cuestionaron la autenticidad o veracidad de los documentos aportados en copia simple, mal puede venir el juzgador administrativo a desconocer lo que no ha sido desconocido por las partes en el proceso.  

PLIEGOS DE CONDICIONES − Naturaleza vinculante

“Los pliegos de condiciones se instituyen como uno de los principales instrumentos que desarrollan y permiten la efectividad no solamente del principio de planeación en la etapa previa a la celebración del contrato, sino también de los principios de transparencia, selección objetiva e igualdad,  pues en éste se incorporan las reglas claras, completas y objetivas que van a regir no sólo el proceso de selección del contratista, sino que también determinan el contenido del futuro negocio jurídico que se va a celebrar.

Así las cosas los pliegos de condiciones ostentan una doble naturaleza jurídica, pues de una parte y previamente a la adjudicación del contrato, se constituye en un acto administrativo de carácter general que rige el proceso de selección del contratista y sus reglas son de obligatorio cumplimiento para la administración y para los oferentes o posibles interesados que acudan a éste y, de otra parte, una vez celebrado el contrato se convierte en el marco jurídico o conjunto de reglas que determina el contenido y alcance del negocio jurídico a celebrarlo. 

De ésta forma, el pliego de condiciones se erige como uno de los conjuntos normativos que rige las licitaciones públicas y por consiguiente las entidades estatales y los proponentes participantes  quedan sometidos imperativamente a él, de forma tal que desconocimiento de sus preceptos implica la transgresión de una normatividad vinculante y por ende cualquier acto administrativo o actuación de los oferentes o contratistas o de la administración que lo viole queda maculado con el vicio de nulidad.

SUBSANABILIDAD DE LAS OFERTAS − Reglas

En efecto, mediante el Numeral 15 del artículo 25 de la ley 80 de 1993 el legislador fue claro al señalar que el incumplimiento de los requisitos o la falta de documentos relativos a la futura contratación o al proponente, innecesarios para realizar un ejercicio comparativo de las propuestas presentadas, no serían un título válido y suficiente para que la entidad estatal contratante pudiera rechazar o excluir algunas de las propuestas presentadas. 

Dicha regla se reprodujo posteriormente en el parágrafo 1º de la Ley 1150 de 2007 al señalar que “La ausencia de requisitos o la falta de documentos referentes a la futura contratación o al proponente, no necesarios para la comparación de las propuestas no servirán de título suficiente para el rechazo de los ofrecimientos hechos. En consecuencia, todos aquellos requisitos de la propuesta que no afecten la asignación de puntaje, podrán ser solicitados por las entidades en cualquier momento, hasta la adjudicación. No obstante lo anterior, en aquellos procesos de selección en los que se utilice el mecanismo de subasta, deberán ser solicitados hasta el momento previo a su realización”.
Con todo lo expuesto se tiene que por regla general la ley exige una estricta sujeción de los proponentes y la administración a los requisitos y reglas previstos en los pliegos de condiciones, sin embargo, ésta regla se ve matizada por la misma ley al señalar que el único título válido para rechazar o excluir las ofertas de un determinado proceso de selección es el incumplimiento de requisitos o reglas que estando previstos en los pliegos de condiciones, sean necesarios para comparar las propuestas.

OFERTAS − Requisito  

Al respecto, se ha señalado que existen tres (3) clases o tipos de requisitos predicables tanto de la oferta como de los proponentes que son a saber: i) Los requisitos subjetivos, que son aquellos cuyo cumplimiento permite evaluar las calidades, capacidades, idoneidad y condiciones de los oferentes; ii) Los requisitos objetivos, que permiten evaluar los aspectos técnicos, económicos, presupuestales, etc., a efectos de realizar una ponderación de las ofertas presentadas en su real y efectiva dimensión; y iii) Los formales que “atienden a la instrumentalización y protocolización de los actos jurídicos, tanto de la propuesta como del contrato estatal”.

INFORMES DE CALIFICACIÓN DE OFERTAS − Carácter no vinculante

Con otras palabras, el Director de la adjudicación o representante legal de la entidad estatal contratante podrá apartarse de la evaluación y calificación de las propuestas efectuada por el comité asesor, siempre y cuando advierta que ésta no se sujetó a las reglas y parámetros objetivos señalados en el pliego de condiciones.  

En éste orden de ideas, el informe de evaluación y calificación de las propuestas se constituye en un acto de trámite, pues no consolida una situación jurídica en favor del proponente y tampoco pone fin al proceso de selección respectiva, siendo entonces el acto de adjudicación el acto definitivo, pues por medio de éste se consolida la nueva situación jurídica en favor del proponente y pone fin al respectivo proceso de selección.

En conclusión, el informe de calificación y evaluación de las propuestas no crea en favor del proponente que obtuvo el mayor puntaje el derecho a ser adjudicatario del contrato, pues en últimas se encuentra en cabeza del representante legal de la entidad la selección del contratista, quién va a verificar que la calificación otorgada por el comité asesor se sujetó a las reglas y parámetros objetivos fijados en el pliego de condiciones.

[…] se repite los informes de calificación elaborados por el comité asesor no tienen un carácter vinculante para el representante legal de la Entidad, si en ellos se advierte que hay un incumplimiento de las normas legales o de los parámetros indicados en el pliego de condiciones.

CONTRATO DE SUMINISTRO – Definición 

El artículo 968 del Código de Comercio Colombiano inspirado en las figuras “Somministrazione y Appalto”  del Código Italiano de 1942, define el suministro como aquel contrato en virtud del cual una persona se obliga frente a otra, a cumplir “prestaciones periódicas o continuadas” de cosas o servicios de forma independiente, a cambio de un precio en dinero por estas.

ESTATUTO MERCANTIL – Prestaciones − Decreto 222 de 1983 − artículo 130
Si bien el Estatuto mercantil Colombiano incluyó dentro de la noción de suministro la prestación periódica o sucesiva de cosas o de servicios, el artículo 130 del Decreto 222 de 1983 estableció que dicho contrato tenía “por objeto la adquisición de bienes muebles por la administración en forma sucesiva y por precios unitarios”.  

SUMINISTRO − Definición 

Así las cosas, en el campo de la contratación estatal, el suministro puede ser definido como aquel negocio jurídico por medio del cual la administración pública, con el objeto de satisfacer necesidades o intereses de carácter general, conviene con otra persona o entidad la provisión o abastecimiento de bienes o servicios forma periódica o sucesiva, a cambio de una contraprestación. 

Siendo el contrato de suministro de ejecución continuada o sucesiva, su causa no busca asegurar a las partes el cumplimiento de una única prestación sino las varias prestaciones periódicas o continuadas, es decir, más que asegurar una única prestación lo que se asegura es el ser suministrado.
CONTRATO DE SUMINISTRO – Características − Carácter bilateral o sinalagmático
El suministro es un contrato de carácter bilateral porque surgen obligaciones para las dos partes: para la una suministrar lo convenido y para la otra pagar la contraprestación.

Por regla general el contrato de suministro es de carácter consensual, pues se perfecciona una vez las partes han manifestado su querer dispositivo sobre los elementos esenciales del suministro, no obstante lo anterior, en tratándose de un contrato estatal, se requiere de la formalidad escrita.

En efecto según lo dispone el artículo 41 de la Ley 80 de 1993 los contratos del estado se perfeccionan una vez que las partes han llegado a un acuerdo sobre el objeto y la contraprestación y éste se eleve a escrito.

En el contrato de suministro ambas partes se ven beneficiadas, pues cada parte se obliga en favor de la otra.

La conmutatividad significa que la prestación de una parte se mira como equivalente a la de la otra, característica que resulta de mayor trascendencia en los contratos del estado porque en ellos debe operar una equivalencia objetiva, pues de lo contrario se podría comprometer el interés general que se pretende satisfacer con la prestación del servicio público que es objeto del contrato, al no poder alguna de las partes satisfacer la prestación a su cargo por el desbalance económico que se presentaría de no existir un riguroso equilibrio prestacional.

ADMINISTRACIÓN DEL CONTRATO – Cumplimiento obligaciones contractuales – funciones − Dirección vigilancia y control 

Luego, la función de vigilancia y control del contrato estatal supone el cuidado y la supervisión, de forma tal que en ejercicio de esa función, quien administra la adecuada y oportuna ejecución del contrato no sólo debe velar por que las partes den cumplimiento a las obligaciones contractuales, sino que el contrato se ejecute en el tiempo y la forma convenidos, para de esta forma garantizar la satisfacción de las necesidades que la administración buscaba alcanzar con la celebración del respectivo contrato. 

Así, quien se obliga a “administrar” un determinado contrato tiene a su cargo las funciones de dirección vigilancia y control para el adecuado cumplimiento del objeto contractual, circunstancia totalmente diversa a la obligación consistente en ejecutar las prestaciones propias de un determinado tipo contractual.

De ésta forma, es claro que una cosa es obligarse a administrar un determinado contrato y otra cosa muy diferente es obligarse a ejecutar las prestaciones propias del contrato que va a ser administrado.
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Referencia: ACCIÓN DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES (APELACIÓN SENTENCIA)
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 21 de octubre de 2010 proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, mediante la cual se negaron las súplicas de la demanda. 

I. ANTECEDENTES

1. Lo pretendido

El 15 de junio de 2006
 la Unión Temporal Mr. Clean S.A. – Mantenimiento Aseo Servicios S.A. MAS S.A. presentaron demanda contra el Distrito Capital de Bogotá – Secretaría de Educación de Bogotá D.C., solicitando que se declarara la nulidad  de los artículos 2º y 5º de la Resolución No. 1421 del 20 de abril de 2006 mediante los cuales el Secretario de Educación de Bogotá D.C., respectivamente, adjudicó el Grupo No. 2 de la Licitación Pública No. LP-SED-SGO-003-2006 a la Sociedad Representaciones e Inversiones Elite y el Grupo No. 5 de la misma a la Sociedad Internacional de negocios S.A.

Solicitan también que se declare la nulidad del Contrato No. 054-06 celebrado el 2 de mayo de 2006 entre la Sociedad Internacional de Negocios S.A. y la demandada y del contrato No. 055-06 celebrado el 2 de mayo de 2006 entre las Sociedad Representaciones e Inversiones Elite Ltda. y la accionada.

Piden también que se declare que su propuesta era la mejor para la adjudicación de los Grupos 2 y 5 de la Licitación Pública No. LP-SED-SGO-003-2006.   

Solicitan, como consecuencia de las anteriores declaraciones, que se condene a la demandada al pago de los perjuicios materiales en las modalidades de daño emergente y lucro cesante y las demás sumas que resultaren probadas por concepto de las utilidades dejadas de percibir, los equipos inutilizados y la pérdida de oportunidad sufrida por la no adjudicación de los Grupos 2 y 5 de la Licitación Pública No. LP-SED-SGO-003-2006 y la imposibilidad de ejecutar los contratos respectivos, debidamente actualizadas. 

A título de daño emergente piden que se le reconozca 100% de las utilidades que hubiesen percibido en caso de que se les hubiera adjudicado los grupos 2 y 5 de la Licitación Pública No. LP-SED-SGO-003-2006.   

A título de lucro cesante piden que se les reconozca las sumas que resultaren probadas a la tasa equivalente al doble del interés legal civil sobre el valor histórico del daño emergente entre el mes de mayo de 2006 y el mes en el que se profiera la sentencia que ponga fin al proceso.

Estima la cuantía total del proceso en la suma equivalente a $700´000.000,00. 

2. Los hechos en que se fundamentan las pretensiones.

Por medio de la Resolución No. 229 del 23 de enero de 2006 la demandada ordenó la apertura a la licitación pública No. LP-SED-SGO-003-2006 con el objeto de contratar el suministro de los servicios de aseo en los Colegios Distritales y las Sedes administrativas de la SED. 

A través del numeral 1.1.3. del pliego de condiciones se estableció que la contratación de los servicios de aseo se realizaría por grupos, perteneciendo el Grupo No. 2 a las localidades de Santa fe, Bosa y Mártires y el Grupo No. 5 a las localidades de Tunjuelito y Suba, frente a los cuales presentó su propuesta la Unión Temporal demandante. 

Afirma que en abril de 2005 el Comité evaluador de la entidad calificó su propuesta como la mejor, posicionándose en el primer orden de elegibilidad para los grupos Nos. 2 y 5 de la licitación. 

Tanto la Sociedad Representaciones e Inversiones Elite Ltda. como la Sociedad Internacional de negocios S.A. presentaron observaciones a la calificación otorgada por el Comité a la Unión Temporal demandante señalando que la carta de presentación arrimada por ésta no reunía los requisitos del pliego, pues en ésta las sociedades integrantes no especificaron su nivel de participación en la propuesta ni las actividades a realizar por cada una de ellas y manifestaron que presentaban oferta para la “administración del suministro de servicios de aseo para colegios distritales y sedes administrativas de la secretaría de educación (…)”, objeto totalmente diverso al de la licitación.  

El 28 de marzo de 2006 la accionante aclaró las observaciones presentadas especificando que la actividad a desarrollar por cada una de las sociedades era la de “administración del suministro de servicios de aseo (…)”, que incluía la ejecución de todas las actividades necesarias para prestar el servicio de aseo.

En abril de 2006 el Comité evaluador de la entidad estimó que las observaciones presentadas frente a la propuesta de la Unión temporal demandante eran improcedentes. 

Mediante el No. 1.2.10 del pliego de condiciones se estableció que una vez vencido el término legal de traslado de los informes de evaluación de las ofertas se entregaría una copia de las observaciones presentadas por los oferentes, quienes podían realizar comentarios a las mismas más no formular nuevas observaciones, complementarlas o adicionarlas.

El 20 de abril de 2006 se llevó a cabo audiencia pública de adjudicación en desarrollo de la cual la demandada puso en consideración de los oferentes el “Informe de Recomendación de Adjudicación” frente al cual la Sociedad Representaciones e Inversiones Elite Ltda. y la Sociedad Internacional de negocios S.A. reiteraron sus observaciones y en ésta oportunidad la accionada las consideró procedentes.

En el curso de la referida audiencia la demandada al resolver las observaciones presentadas rechazó la propuesta de la Unión Temporal demandante argumentando que ésta al presentar su carta de presentación no había dado cumplimiento a los requisitos del Lit. b) del No. 3.1.2 de pliego de condiciones.

La Secretaría de Educación de Bogotá modificó la calificación inicialmente otorgada por el Comité evaluador de la entidad y mediante el artículo segundo y el artículo quinto de la parte resolutiva de la Resolución  impugnada, adjudicó el Grupo No. 2 de la licitación a la Sociedad Representaciones e Inversiones Elite Ltda. y el Grupo No. 5 a la Sociedad Internacional de negocios S.A.

Dice que la demandada ilegalmente dio apertura a una nueva instancia para que los oferentes presentaran nuevas observaciones e incluso complementaran las presentadas, pues ni el artículo 30 No. 8 de la Ley 80 de 1993 ni el pliego de condiciones consagraban esa posibilidad.

Para inadmitir la propuesta presentada por la UT demandante la accionada consideró aisladamente la carta de presentación y el documento constitutivo de la demandante, sin tener en cuenta los demás documentos que conformaban la oferta y mediante los cuales se lograba demostrar que las accionantes si cumplían los requisitos del objeto de la licitación y del futuro contrato. 

3. El trámite procesal.
Admitida que fue la demanda y noticiado el demandado del auto admisorio, el asunto se fijó en lista y tanto la Secretaría Distrital de Bogotá D.C., como la Sociedad Internacional de Negocios S.A., y la Sociedad Inversiones y Representaciones Elite Ltda. le dieron respuesta oponiéndose a las pretensiones formuladas. 
Después de decretar y practicar pruebas, se corrió traslado a las partes y al Ministerio Público para que alegaran de conclusión, oportunidad que sólo fue aprovechada por las partes y por la Sociedad Representaciones e Inversiones Elite Ltda. 

II.  LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL 

En sentencia del 21 de octubre de 2010 el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca denegó las súplicas de la demanda. 

Para tomar esta decisión el Tribunal expuso las siguientes razones:

Declara improcedentes las excepciones de “inexistencia de la obligación”, “falta de causa” y “buena fe” de la administración al desarrollar el proceso licitatorio al estimar que éstas se encontraban dirigidas a controvertir el fondo del asunto, razón por la cual se resolverían al momento de proferir sentencia de mérito. 

Precisa que quién demanda la nulidad del acto de adjudicación, para que pueda sacar avante sus pretensiones tiene a su cargo un doble compromiso procesal consistente en que no sólo debe demostrar la ilegalidad del acto cuya nulidad pretende, sino también que su propuesta era la mejor para la administración y que la selección del contratista debe sujetarse a principios y reglas objetivas previamente definidas en los pliegos de condiciones, los cuales no pueden ser modificados so pena de vulnerarlos. 

Luego de hacer un breve recuento de los hechos probados en el proceso consideró que teniendo en cuenta que en el presente asunto no podían tenerse en cuenta los documentos que conformaban la propuesta presentada por la demandante al haber sido aportados en copia simple, no era posible determinar a través de los mismos si la demandante sí había cumplido con los requisitos exigidos en el pliego o sí presentó su propuesta para desarrollar adecuadamente el objeto de la licitación.  

Que de la lectura del documento por el cual la demandante aclaró las observaciones presentadas por los demás oferentes frente a la calificación del comité de la entidad se evidenciaba que la actividad a ejecutar por aquella se concretaba en la “administración del suministro del servicio de aseo” y que realizó un análisis integral del término “administración” pretendiendo con ello mejorar su propuesta y que ésta fuese aceptada y evaluada como congruente con el objeto de la licitación. 

Dice que teniendo en cuenta que el objeto de la licitación era el de “suministrar” los servicios de aseo, las accionantes al tratar de interpretar el término “administración” mediante el escrito de aclaración pretendieron complementar, adicionar, modificar o mejorar su propuesta, actuación que se encontraba prohibida expresamente por los No. 1.2.8 y 1.2.10 del pliego de condiciones, razón por la cual no podía tenerse en cuenta por la administración. 

Manifiesta que de las pruebas arrimadas se encontraba demostrado que la administración al poner a disposición de los oferentes las observaciones presentadas advirtió la imposibilidad de presentar otras nuevas o de complementar las existentes, dando cumplimiento a los numerales 1.2.8. y 1.2.10 del pliego de condiciones y al artículo 2 del Decreto 287 de 1996, conforme al cual el jefe de la entidad debe responder las observaciones presentadas por los oferentes en el acto de adjudicación. 

La demandada sí se encontraba dentro de la oportunidad legal para resolver las observaciones presentadas por los demás proponentes, aún más teniendo en cuenta que éstas se encontraban dirigidas a resaltar que los servicios ofertados por la accionante no guardaban relación alguna con el objeto de la licitación pública.

De la lectura del acta de adjudicación de la licitación pública se logra evidenciar que los demás oferentes presentaron las mismas observaciones y no complementaron las presentadas, que la decisión de la accionada no fue extemporánea ni arbitraria y que se garantizó el debido proceso de la demandante. 

Se presentó una incongruencia entre el objeto de la licitación y los servicios ofertados por la UT demandante, pues la entidad advirtió que las actividades a ejecutar consistían en el suministro de los servicios de aseo, más no en la administración de los servicios de aseo, circunstancia ésta que dio lugar a que la demandada inadmitiera la propuesta presentada por la accionante, pues ésta no cumplió el requisito relativo a los términos y extensión de la participación de cada una de las sociedades que la conformaban según el literal b. del No. 3.1.2. del pliego de condiciones.  

Por medio de los literales b) y j) de la cláusula 4.6 del pliego de condiciones se estableció como causal de rechazo de las propuestas el incumplimiento de los requisitos mínimos del pliego de condiciones, tal como ocurrió en el presente asunto.

Dice que las accionantes no lograron acreditar que su propuesta era la mejor y la más favorable a la administración ni que la demandada hubiera efectuado un análisis irregular de los servicios ofertados por aquellas, pues no allegaron las propuestas presentadas por los demás oferentes y arrimaron la suya en copia simple.

No tuvo en cuenta el dictamen pericial arrimado al proceso por estimar que las bases utilizadas para elaborarlo eran insuficientes, pues se fundaron en documentos allegados en copia simple.

Concluye señalando que teniendo en cuenta que no se demostró la configuración de causal alguna que diera lugar a la declaratoria de nulidad de los artículos 4º y 5º de la Resolución No. 1421 de 2006, ni de los contratos Nos. 054 y 055 2006, así como tampoco se demostró su ilegalidad, las pretensiones de nulidad elevadas por el actor se encontraban destinadas al fracaso. 

III. EL RECURSO DE APELACIÓN

Contra lo así resuelto la demandante interpuso el recurso de apelación con fundamento en las siguientes razones:
Dice que al presente asunto le son aplicables tanto el artículo 11 de la Ley 1395 de 2010 por el cual se modificó No. 4 del artículo 252 del Código de Procedimiento Civil y según el cual los documentos allegados por las partes se presumen auténticos, como el artículo 276 de ése mismo estatuto y que en ninguna etapa del proceso aquellos fueron tachados de falso por las partes. 

Manifiesta que el Tribunal incurrió en vía de hecho al señalar que no podía valorar los documentos de la propuesta al haber sido allegados en copia simple, pues teniendo en cuenta que la contratante tuvo para su calificación el original de la oferta y no la rechazo por cuestiones probatorias, no podía ahora venir a exonerarse de la responsabilidad de valorar si ésta cumplía o no con los requisitos exigidos o si había sido presentada para ejecutar el objeto de la administración. 

Al respecto afirma que “con la demanda se presentó copia original de la oferta, pero por razones que desconozco al expediente llegó en copia simple, quizás por error de alguien la copia original de la oferta fue a parar a algún traslado de la demanda o algo parecido”.

El Tribunal realizó una interpretación equivocada de las pruebas, pues la propuesta debía considerarse integralmente como un todo y la accionada considero aisladamente un solo documento de la misma para inadmitirla, dejando de lado otros documentos mediante los cuales se lograba satisfacer el objeto de la licitación y del futuro contrato.

Que de los demás documentos que conformaban la propuesta tales como la carta de presentación, el documento constitutivo de la Unión temporal, el documento de especificaciones técnicas para desarrollar el objeto de la licitación y la Póliza de seriedad de la oferta se lograba evidenciar que las sociedades accionantes presentaron su oferta para el suministro de los servicios de aseo y que cualquier ambigüedad que existiera al respecto fue aclarada por medio de la comunicación del 28 de marzo de 2006, a través de la cual se precisó que la palabra administración del servicio de aseo involucraba su ejecución.

Manifiesta que según la jurisprudencia de la Sección Tercera de ésta Corporación los defectos meramente accidentales o requisitos menores de la propuesta no justifican su rechazo o inadmisión, que su propuesta era la mejor y que el supuesto defecto advertido por la accionada para justificar su decisión no era sustancial ni se constituía en un título suficiente para inadmitirla, pues permitía realizar una comparación objetiva entre las diferentes ofertas tal como efectivamente ocurrió.

El Tribunal no entendió los cargos planteados en la demanda, pues equivocadamente consideró que por medio del escrito de réplica a las observaciones la accionante pretendía “aclarar o mejorar la propuesta” cuando dicha circunstancia ni siquiera fue planteada en el escrito de la demanda. 

Aduce que ni la Ley 80 de 1993, ni el Decreto 287 de 1996 así como tampoco el pliego de condiciones en sus numerales 1.2.9 y 1.2.10.. preveían la posibilidad de que en el curso de la audiencia de adjudicación los proponentes presentaran o reiteraran las observaciones presentadas frente a la evaluación de las ofertas efectuada por el Comité de la entidad, razón por la cual el Tribunal al aceptar dicha posibilidad vulneró los principios de economía y transparencia.

Contrario a lo que estimó el Tribunal no existía una correspondencia entre la causal aducida por la accionada para rechazar la oferta y los motivos que sustentaron dicha decisión, pues las accionantes dieron cumplimiento a todos y cada uno de los requisitos del Numeral 3.1.2. del pliego de condiciones, tal cómo se veía acreditado a través del anexo No. 3 y el documento constitutivo de la UT, en los cuales las sociedades integrantes establecieron entre otras cosas, los términos y extensión de su participación en la propuesta y en la ejecución del objeto de la licitación, precisaron las reglas básicas que regulaban sus relaciones, que tenían una responsabilidad solidaria y  las actividades a ejecutar por cada una de ellas. 

Afirma que estando demostrado que las accionantes dieron cumplimiento a todos los requisitos del numeral 3.1.2. del pliego de condiciones, era evidente que la accionada tuvo como único fundamento para rechazar su propuesta que en el anexo No. 3 se hubiera señalado que la actividad a ejecutar consistía en la “administración del suministro de servicios de aseo”, inconsistencia adjetiva y accidental que se encontraba superada y precisada a través de otros documentos allegados con la propuesta, que fueron ignorados por la demandada y que el Tribunal se negó a valorar.

El Tribunal equivocadamente consideró que no se había acreditado que la propuesta presentada por las accionantes era la mejor y la más favorable a la administración cuando mediante el “Informe de recomendación de adjudicación” la UT. Mr. Clean S.A.- Mantenimiento Aseo Servicio S.A. Más S.A. fue la que obtuvo la mejor calificación. 

Por último precisó que la actividad desplegada por el perito en su experticia se encaminó a verificar cual era la mejor propuesta de conformidad con los informes de evaluación de la entidad demandada. 

Concluye señalando que la nulidad impetrada se dirigía a evidenciar la ilegalidad de la decisión adoptada por la demandada al rechazar la propuesta y que los errores en que incurrió el Tribunal de primera instancia eran evidentes. 

Con base en lo anterior, las apelantes solicitan que se revoque la decisión de primera instancia y que en su lugar se profiera un fallo favorable a sus pretensiones.
IV. EL CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO

El señor Agente del Ministerio Público manifestó estar incurso en la causal de impedimento prevista en el No. 12 del artículo 150 del Código de Procedimiento Civil, argumentando haber prestado asesoría jurídica a la Sociedad Mr. Clean S.A., en la cual expresó su opinión respecto de la problemática planteada en la Licitación Pública No. LP-SED-SGO-003-2006 que dio lugar al litigio que ahora se resuelve
. 

El referido impedimento fue aprobado por medio del auto del 28 de junio de 2011
.

No advirtiéndose causal de nulidad que pueda invalidar lo actuado se procede a desatar la alzada previas las siguientes.

V. CONSIDERACIONES.

Para resolver lo pertinente, la Sala, retomando la problemática jurídica propuesta por la parte actora, precisará el alcance de los conceptos adoptados como ratio decidendi para sustentar su decisión así: 1) Valor probatorio de las copias simples; 2) Naturaleza vinculante de los pliegos de condiciones 3) Reglas de subsanabilidad de las ofertas en los procesos de contratación 4) Carácter no vinculante de los informes de calificación de las ofertas; 5) El contrato de suministro – noción –orígenes; 5.1) Características del contrato de suministro; 5.1.1) Carácter bilateral o sinalagmático; 5.1.2) Carácter consensual en el derecho privado pero solemne en la contratación estatal; 5.1.3) Carácter Oneroso; 5.1.4) Carácter Conmutativo; 6) El contrato de administración o la administración de contratos; 7) Lo probado en el proceso; 8) La solución del caso concreto.

1. Valor probatorio de las copias simples. 

Mediante la sentencia proferida el 28 de agosto de 2013 bajo el Radicado No. 25.022 la Sala plena de la Sección Tercera de ésta Corporación consideró que en aras de dar prevalencia al derecho sustancial sobre el procesal, así como también al derecho fundamental de acceso a la administración de justicia, debía otorgársele valor probatorio a los documentos que siendo aportados en copia simple, si a lo largo del proceso las partes no cuestionaron la autenticidad o veracidad de los documentos aportados en copia simple, mal puede venir el juzgador administrativo a desconocer lo que no ha sido desconocido por las partes en el proceso.  
Así las cosas, se tiene que si a lo largo del proceso las partes no cuestionaron la autenticidad o veracidad de los documentos aportados en copia simple, mal puede venir el juzgador administrativo a desconocer lo que no ha sido desconocido por las partes en el proceso.  

2. Naturaleza vinculante de los pliegos de condiciones.
En lo relativo a la naturaleza de los pliegos de condiciones y su carácter vinculante, ya en anteriores oportunidades ésta Subsección había tenido la oportunidad de señalar:

“Los pliegos de condiciones se instituyen como uno de los principales instrumentos que desarrollan y permiten la efectividad no solamente del principio de planeación en la etapa previa a la celebración del contrato, sino también de los principios de transparencia, selección objetiva e igualdad,  pues en éste se incorporan las reglas claras, completas y objetivas que van a regir no sólo el proceso de selección del contratista, sino que también determinan el contenido del futuro negocio jurídico que se va a celebrar
.

Así las cosas los pliegos de condiciones ostentan una doble naturaleza jurídica, pues de una parte y previamente a la adjudicación del contrato, se constituye en un acto administrativo de carácter general que rige el proceso de selección del contratista y sus reglas son de obligatorio cumplimiento para la administración y para los oferentes o posibles interesados que acudan a éste y, de otra parte, una vez celebrado el contrato se convierte en el marco jurídico o conjunto de reglas que determina el contenido y alcance del negocio jurídico a celebrarlo
.

De ésta forma, el pliego de condiciones se erige como uno de los conjuntos normativos que rige las licitaciones públicas y por consiguiente las entidades estatales y los proponentes participantes  quedan sometidos imperativamente a él, de forma tal que desconocimiento de sus preceptos implica la transgresión de una normatividad vinculante y por ende cualquier acto administrativo o actuación de los oferentes o contratistas o de la administración que lo viole queda maculado con el vicio de nulidad.

En efecto, como desarrollo, entre otros, del principio de transparencia se impone que la escogencia de los contratistas esté precedida de un conjunto de reglas que rijan todo el proceso de selección y adjudicación, así como todo lo atinente al contrato que se proyecta celebrar, de tal suerte que queden definidos de antemano y de manera clara y objetiva todos los aspectos jurídicos, técnicos, económicos y financieros del negocio jurídico cuya celebración se persigue, conjunto de reglas este que se contiene precisamente en el pliego de condiciones y por consiguiente este se constituye en una regulación que cobija imperativamente a todo el iter contractual
.  

Ahora bien, teniendo en cuenta el carácter vinculante de los pliegos de condiciones dentro del proceso de selección, es evidente que para que los proponentes u oferentes se vean favorecidos con la selección de sus propuestas deben dar estricto cumplimiento a las reglas y requisitos allí previstos, so pena de que al no cumplirlos la entidad se vea obligada a rechazar o eliminar las ofertas presentadas”
. 

3. Reglas de Subsanabilidad de las ofertas.

Por ser relevante para resolver el asunto que ahora se somete a decisión se transcribe lo que en su oportunidad señaló ésta Subsección en lo relativo a la subsanabilidad de las ofertas: 

“Previamente a la expedición de la Constitución Política de 1991 la regulación de los procesos de selección se encontraba estructurada en una filosofía de excesivo formalismo y rigurosidad, circunstancia que dio lugar a que ante el incumplimiento o inobservancia de requisitos meramente formales, más no sustanciales, las entidades estatales rechazaran o eliminaran propuestas favorables para la satisfacción de sus intereses. 

Con el advenimiento de la Constitución Política de 1991 y la posterior expedición de la ley 80 de 1993, el legislador quiso eliminar e incluso matizar el excesivo rigorismo que permeaba los procesos de selección del contratista, estableciendo principios y reglas que limitaran la facultad de las entidades contratantes para rechazar, eliminar o excluir las ofertas presentadas por el incumplimiento de requisitos meramente formales
.

En efecto, mediante el Numeral 15 del artículo 25 de la ley 80 de 1993 el legislador fue claro al señalar que el incumplimiento de los requisitos o la falta de documentos relativos a la futura contratación o al proponente, innecesarios para realizar un ejercicio comparativo de las propuestas presentadas, no serían un título válido y suficiente para que la entidad estatal contratante pudiera rechazar o excluir algunas de las propuestas presentadas. 

Dicha regla se reprodujo posteriormente en el parágrafo 1º de la Ley 1150 de 2007 al señalar que “La ausencia de requisitos o la falta de documentos referentes a la futura contratación o al proponente, no necesarios para la comparación de las propuestas no servirán de título suficiente para el rechazo de los ofrecimientos hechos. En consecuencia, todos aquellos requisitos de la propuesta que no afecten la asignación de puntaje, podrán ser solicitados por las entidades en cualquier momento, hasta la adjudicación. No obstante lo anterior, en aquellos procesos de selección en los que se utilice el mecanismo de subasta, deberán ser solicitados hasta el momento previo a su realización”.
Por su parte, los numerales 7º y 8º del artículo 30 de la ley 80 de 1993 consagran por una parte, el deber de la administración de establecer en los pliegos de condiciones el plazo dentro del cual van a realizar los estudios técnicos, económicos y jurídicos necesarios para evaluar las propuestas y deberán resolver las aclaraciones y explicaciones presentadas por los oferentes, y de otro, la facultad de los proponentes de presentar observaciones frente a los informes de evaluación de las propuestas elaborados por el comité asesor de la entidad. 

A su vez, al numeral 6º de la norma en comento establece que las diversas propuestas presentadas deben referirse y sujetarse a todos cada uno de los puntos previstos en el pliego de condiciones. 

Con todo lo expuesto se tiene que por regla general la ley exige una estricta sujeción de los proponentes y la administración a los requisitos y reglas previstos en los pliegos de condiciones, sin embargo, ésta regla se ve matizada por la misma ley al señalar que el único título válido para rechazar o excluir las ofertas de un determinado proceso de selección es el incumplimiento de requisitos o reglas que estando previstos en los pliegos de condiciones, sean necesarios para comparar las propuestas
. 

Así, se entiende que es la misma ley que establece un límite a la facultad de las entidades estatales para rechazar o eliminar las propuestas presentadas por el incumplimiento de requisitos meramente formales, innecesarios para la comparación de las diversas propuestas presentadas.

En éste orden de ideas, se debe realizar una distinción entre los requisitos formales del pliego de condiciones, que son aquellos que no son necesarios para la comparación de las propuestas y los requisitos sustanciales del pliego de condiciones que son aquellos que sí lo son; de forma tal que se entienda que el incumplimiento de aquellos no conduce al rechazo o exclusión de las propuestas y por lo tanto son subsanables; y que el incumplimiento de éstos si conduce al rechazo o exclusión de éstas y que por lo tanto no son subsanables.  

Al respecto, se ha señalado que existen tres (3) clases o tipos de requisitos predicables tanto de la oferta como de los proponentes que son a saber: i) Los requisitos subjetivos, que son aquellos cuyo cumplimiento permite evaluar las calidades, capacidades, idoneidad y condiciones de los oferentes; ii) Los requisitos objetivos, que permiten evaluar los aspectos técnicos, económicos, presupuestales, etc., a efectos de realizar una ponderación de las ofertas presentadas en su real y efectiva dimensión; y iii) Los formales que “atienden a la instrumentalización y protocolización de los actos jurídicos, tanto de la propuesta como del contrato estatal”
”
.   

Lo mismo sucede, si por ejemplo la administración ordena la apertura de un proceso de selección para la ejecución de un objeto contractual determinado y uno de los oferentes a través de diversos documentos que conforman su propuesta manifiesta que la presenta para un objeto totalmente diverso al de la licitación, en ésta hipótesis es evidente que la administración también tiene la facultad de rechazar la oferta pues no resulta razonable entender que se deba seleccionar la oferta de un proponente cuyo objeto es totalmente diverso al de la licitación a la cual se dio apertura.  

4. Carácter no vinculante de los informes de calificación de las ofertas. 

Por ser relevante para resolver el presente asunto, se reitera lo que ya en anteriores oportunidades había señalado al respecto ésta Subsección:

“Conforme lo prevé el numeral 7º del artículo 30 de la ley 80 de 1993 la entidad contratante deberá fijar en los pliegos de condiciones el plazo dentro del cual va a realizar los estudios técnicos, económicos y financieros necesarios para evaluar y calificar las propuestas presentadas. 

En desarrollo de éste precepto es al representante legal de la entidad contratante, en su calidad de director del proceso de selección al que le corresponde designar un comité asesor que previamente a la adjudicación deberá evaluar y calificar las propuestas presentadas con sujeción estricta a las reglas y parámetros objetivos previstos en el pliego de condiciones.    

De ésta forma se entiende que la actividad que despliega el comité asesor de la entidad es una actividad reglada, pues la evaluación y calificación que éste realice de las propuestas presentadas no puede sujetarse a criterios caprichosos o subjetivos fijados a su arbitrio, sino a los estrictos parámetros y reglas fijadas previamente por la administración en el pliego de condiciones.  

Así las cosas, tampoco puede entenderse que el informe de calificación y evaluación de las propuestas, que es el documento a través del cual el comité asesor da a conocer a los oferentes la calificación que le otorgó a sus propuestas conforme a los parámetros y reglas previstas en el pliego de condiciones, pueda ser producto de una actividad caprichosa o arbitraria, sino que es producto de una actividad reglada sujeta a las previsiones legales y al pliego de condiciones. 

No obstante lo anterior, dicho informe no le confiere al proponente que obtuvo el mayor puntaje de calificación el derecho a ser adjudicatario del respectivo contrato, estando el jefe o representante legal de la entidad en la potestad de corregir o modificar la mencionada calificación siempre y cuando esa modificación o corrección se ajuste a las reglas previstas en los pliegos de condiciones o cuando considere que se torna necesario por encontrar que las observaciones presentadas por los oferentes son pertinentes y se ajustan a la normatividad que rige la licitación
. 

Con otras palabras, el Director de la adjudicación o representante legal de la entidad estatal contratante podrá apartarse de la evaluación y calificación de las propuestas efectuada por el comité asesor, siempre y cuando advierta que ésta no se sujetó a las reglas y parámetros objetivos señalados en el pliego de condiciones.  

En éste orden de ideas, el informe de evaluación y calificación de las propuestas se constituye en un acto de trámite, pues no consolida una situación jurídica en favor del proponente y tampoco pone fin al proceso de selección respectiva, siendo entonces el acto de adjudicación el acto definitivo, pues por medio de éste se consolida la nueva situación jurídica en favor del proponente y pone fin al respectivo proceso de selección.

En conclusión, el informe de calificación y evaluación de las propuestas no crea en favor del proponente que obtuvo el mayor puntaje el derecho a ser adjudicatario del contrato, pues en últimas se encuentra en cabeza del representante legal de la entidad la selección del contratista, quién va a verificar que la calificación otorgada por el comité asesor se sujetó a las reglas y parámetros objetivos fijados en el pliego de condiciones”
. 

Luego si lo que ocurre en el curso de un determinado proceso de selección es que uno de los proponentes obtiene el mayor puntaje de calificación en el informe elaborado por el comité y luego con ocasión de las observaciones presentadas por los demás oferentes la administración se percata de que en la elaboración de la oferta mejor calificada se incurrió en un incumplimiento de las normas legales y de las previstas en el pliego de condiciones y por ello decide  modificar la calificación del comité e inadmitir la propuesta del mejor calificado, éste proponente no puede venir a alegar que por la primera calificación otorgada tenía ya un derecho adquirido a ser adjudicatario del contrato y que por ello no era posible modificar las calificaciones inicialmente otorgadas, pues se repite los informes de calificación elaborados por el comité asesor no tienen un carácter vinculante para el representante legal de la Entidad, si en ellos se advierte que hay un incumplimiento de las normas legales o de los parámetros indicados en el pliego de condiciones. 

Adicionalmente es de anotar en éste punto que quién alega la declaratoria de nulidad del acto de adjudicación, para sacar avante sus pretensiones tiene a su cargo un doble compromiso procesal consistente en que no sólo debe probar la ilegalidad en la que hace consistir la nulidad del acto, esto es, la transgresión de normas de carácter imperativo y de otra parte, debe acreditar que su propuesta era la mejor y la más favorable para el cumplimiento de los intereses de la administración.

5. El Contrato de Suministro. 

Si la doctrina se ha encargado de definir el contrato al que se alude estableciendo algunos matices, ella ha coincidido en reconocer la existencia de algunos elementos esenciales característicos, que en últimas van a estructurar ésta tipología de contrato. 

Sus orígenes se remontan a la época romana, respecto de la cual algunos autores coinciden en señalar que su fuente inmediata fue la figura de la “locatio”, término empleado en las fuentes romanas para hacer referencia a colocar a disposición de, y “Locator” la persona que colocaba a disposición de otra cosas o servicios; así ésta figura también sería el antecedente remoto de otro tipo de contratos tales como el contrato de transporte “Locatio Conductio”, el de prestación de servicios personales “Locatio operarum” y el de ejecución de obras “Locatio operis”
.

No obstante lo anterior, dicha figura tuvo su desarrollo en la Edad media en la que el contrato de suministro se constituía en una modalidad de venta en el que se admitía la posibilidad de que al momento de celebrar el contrato el proveedor no dispusiera de las cosas que conformaban su objeto, pudiendo adquirirlas posteriormente para de ésta forma dar cumplimiento a sus obligaciones
. 

El artículo 968 del Código de Comercio Colombiano inspirado en las figuras “Somministrazione y Appalto”  del Código Italiano de 1942, define el suministro como aquel contrato en virtud del cual una persona se obliga frente a otra, a cumplir “prestaciones periódicas o continuadas” de cosas o servicios de forma independiente, a cambio de un precio en dinero por estas.

El Código Civil italiano de 1942 definió en su artículo 1559 el contrato de suministro de cosas “Somministrazione” como aquel por virtud del cual “una parte se obliga mediante compensación de un precio a ejecutar a favor de otra, prestaciones periódicas o continuadas de cosas” y en su artículo 1655 el contrato de suministro de servicios “Appalto” como aquel por virtud del cual “una parte asume, con organización de los medios necesarios y, con gestión a propio riesgo, la realización de una obra o de un servicio mediante una compensación en dinero”, figuras que serían incorporadas en el artículo 968 del Código Civil Colombiano, referido en líneas anteriores.   

Si bien el Estatuto mercantil Colombiano incluyó dentro de la noción de suministro la prestación periódica o sucesiva de cosas o de servicios, el artículo 130 del Decreto 222 de 1983 estableció que dicho contrato tenía “por objeto la adquisición de bienes muebles por la administración en forma sucesiva y por precios unitarios”.  

De ésta forma, se entiende que si bien el Estatuto mercantil incluyó dentro de la noción de contrato de suministro tanto la prestación periódica o sucesiva de cosas como la de servicios, el Estatuto contractual contenido en el Decreto 222 de 1983 la limitaba a la prestación sucesiva o periódica de bienes muebles. 

Ahora, si bien el Estatuto Contractual contenido en la Ley 80 de 1993 no definió el contrato de suministro, se entiende que en el campo de la administración pública dicho negocio incluye la prestación periódica o sucesiva de bienes o servicios, en virtud de lo dispuesto por el artículo 13 de aquella ley. 

Así las cosas, en el campo de la contratación estatal, el suministro puede ser definido como aquel negocio jurídico por medio del cual la administración pública, con el objeto de satisfacer necesidades o intereses de carácter general, conviene con otra persona o entidad la provisión o abastecimiento de bienes o servicios forma periódica o sucesiva, a cambio de una contraprestación. 

De ésta forma, se puede afirmar que la función económico- social del contrato de suministro, es ser la causa o título para que las partes puedan asegurar durante un tiempo varias prestaciones, periódicas o continuadas, precaviendo así la satisfacción de sus necesidades futuras.  

Siendo el contrato de suministro de ejecución continuada o sucesiva, su causa no busca asegurar a las partes el cumplimiento de una única prestación sino las varias prestaciones periódicas o continuadas, es decir, más que asegurar una única prestación lo que se asegura es el ser suministrado.

5.1.  Características del Contrato de suministro. 

5.1.1. Carácter bilateral o sinalagmático.

El suministro es un contrato de carácter bilateral porque surgen obligaciones para las dos partes: para la una suministrar lo convenido y para la otra pagar la contraprestación

5.1.2. Carácter consensual en el derecho privado pero solemne en la contratación estatal.

Por regla general el contrato de suministro es de carácter consensual, pues se perfecciona una vez las partes han manifestado su querer dispositivo sobre los elementos esenciales del suministro, no obstante lo anterior, en tratándose de un contrato estatal, se requiere de la formalidad escrita.

En efecto según lo dispone el artículo 41 de la Ley 80 de 1993 los contratos del estado se perfeccionan una vez que las partes han llegado a un acuerdo sobre el objeto y la contraprestación y éste se eleve a escrito.

5.1.3. Carácter Oneroso.

En el contrato de suministro ambas partes se ven beneficiadas, pues cada parte se obliga en favor de la otra.

5.1.4. Carácter Conmutativo. 

La conmutatividad significa que la prestación de una parte se mira como equivalente a la de la otra, característica que resulta de mayor trascendencia en los contratos del estado porque en ellos debe operar una equivalencia objetiva, pues de lo contrario se podría comprometer el interés general que se pretende satisfacer con la prestación del servicio público que es objeto del contrato, al no poder alguna de las partes satisfacer la prestación a su cargo por el desbalance económico que se presentaría de no existir un riguroso equilibrio prestacional.

6. El contrato de administración. 

Etimológicamente la palabra administrar se origina en el latín “ad-ministrare” ad que hace referencia a “ir hacia” y ministrare que se refiere a servir o cuidar. 

El Diccionario Real de la Academia española define la palabra “administrar” como ordenar, disponer, organizar; gobernar, ejercer la autoridad o el mando. 

Así las cosas, se entiende que la función de administrar implica actividades tales como la vigilancia, supervisión, control, etc… sobre un determinado asunto.

En tratándose de la actividad contractual del estado se entiende que la función de administrar un contrato consiste en vigilar, supervisar y controlar la adecuada y oportuna ejecución de los contratos estatales.

Pues bien, la función de administrar la adecuada y oportuna ejecución del objeto de las diferentes tipologías contractuales fue otorgada en principio por la ley a la administración, tal como se ve en numeral 1º del artículo 14 de la Ley 80 de 1993 que preceptúa que para el cumplimiento de los fines de la contratación estatal, las entidades, entre otras cosas, “tendrán la dirección general y la responsabilidad de ejercer el control y vigilancia de la ejecución del contrato”. 

Al respecto, ya en anteriores oportunidades ésta Subsección había señalado:

“(…)cuando la entidad estatal (en este caso el municipio) al celebrar un contrato estatal, tiene bajo su mando la dirección general y la responsabilidad de ejercer el control y vigilancia de la ejecución del mismo (Artículo 14 numeral 1 ley 80 de 1993). Estas funciones conllevan al seguimiento general del contrato en diferentes ámbitos, tales como el de carácter técnico, administrativo, financiero, contable, jurídico, etc. Se dinamiza con el ejercicio de las funciones que establece el artículo 4
 de la ley 80 de 1993 para la correcta ejecución de la obra y el cumplimiento de las especificaciones establecidas en el pliego de condiciones y en el contrato mismo.

Ahora bien, es importante destacar que en los contratos de obra por expresa disposición del artículo 32
 de la ley 80 de 1993, siempre que ellos hayan sido resultado de una licitación pública, debe contratarse una interventoría independiente de la entidad y del contratista”
.

Pues bien ese control y esa vigilancia pueden ser realizados directamente por la entidad estatal, mediante un funcionario suyo, o a través de una persona ajena a la administración y al contratista, pero en todo caso al encargado de administrar el contrato “se le exige que ejerza que ejerza directamente dichos control y vigilancia, en virtud de los cuales se le exige que, a nombre de la entidad “(…) realice una inspección de las obras, imparta órdenes por escrito
 necesarias para el adecuado cumplimiento del objeto y con sujeción a los términos del contrato, solucione inquietudes, haga recomendaciones y sugerencias, pida cambios, evalúe y apruebe los trabajos, controle las cantidades de obra y su calidad, rechace las actividades inadecuadamente ejecutadas, requiera informes del cumplimiento de las obligaciones, revise las cuentas, etc.; en fin, resulta indispensable un contacto directo y permanente con el contratista y, sobre todo, con las obras y trabajos, así como el conocimiento exacto del avance físico, técnico, jurídico y financiero del objeto contractual
”
.

Luego, la función de vigilancia y control del contrato estatal supone el cuidado y la supervisión, de forma tal que en ejercicio de esa función, quien administra la adecuada y oportuna ejecución del contrato no sólo debe velar por que las partes den cumplimiento a las obligaciones contractuales, sino que el contrato se ejecute en el tiempo y la forma convenidos, para de esta forma garantizar la satisfacción de las necesidades que la administración buscaba alcanzar con la celebración del respectivo contrato. 

Así, quien se obliga a “administrar” un determinado contrato tiene a su cargo las funciones de dirección vigilancia y control para el adecuado cumplimiento del objeto contractual, circunstancia totalmente diversa a la obligación consistente en ejecutar las prestaciones propias de un determinado tipo contractual.

De ésta forma, es claro que una cosa es obligarse a administrar un determinado contrato y otra cosa muy diferente es obligarse a ejecutar las prestaciones propias del contrato que va a ser administrado. 

7. Lo probado en el proceso.

En el asunto que aquí se revisa por la vía de la apelación se tiene que por medio de la Resolución No. 229 del 23 de enero de 2006 la Secretaría de Educación de la Alcaldía de Bogotá D.C. ordenó la apertura a la Licitación Pública No. LP-SED-SGO-003-2006 con el objeto de contratar el suministro de servicios de aseo para colegios distritales y sedes administrativas de la Secretaría de Educación del Distrito (Fols. 156 y 157 del C. No.1). 

A través del numeral 1.1.3. del pliego de condiciones se estableció que la contratación de los servicios de aseo se realizaría por grupos, perteneciendo el Grupo No. 2 a las localidades de Santa fe con 17 sedes, Bosa con 42 sedes y Mártires con 11 sedes y el Grupo No. 5 a las localidades de Tunjuelito con 23 sedes y Suba con 48 sedes (Fols. 53 y 54 del C. No. 1). 

Mediante el numeral 1.1.6 del pliego de condiciones se estableció que el contrato a celebrar era de “suministro de servicios por el sistema de precios unitarios” (Fol. 55 del C. No. 1).  

El numeral 1.2.9. relativo a la publicidad de los estudios, se estableció que los informes de evaluación de las propuestas estarían a disposición de los proponentes en la Subdirección de Apoyo Precontractual de la Sed, a efectos de que éstos presentaran observaciones a las mismas dentro de los 2 días hábiles siguientes a su publicación y que “EN EJERCICIO DE ESTA FACULTAD, LOS OFERENTES NO PODRÁN COMPLETAR, ADICIONAR, MODIFICAR O MEJORAR SUS PROPUESTAS” (Fol. 60 del C. No.1). 

Por su parte el numeral 1.2.10. relativo al traslado de observaciones se señaló:

“En desarrollo del principio de publicidad, dentro del (1) día hábil siguiente al vencimiento del término de traslado de la evaluación a los proponentes se suministrará copia de las observaciones que se reciban, a los proponentes que lo soliciten por escrito, y dentro del mismo término podrán formular comentarios siempre y cuando no impliquen mejora, adición, modificación de la propuesta(…)

En virtud de lo anterior, los proponentes no podrán hacer nuevas observaciones, completar las hechas durante el período concedido por la ley y los pliegos, y tampoco dará derecho a quienes se abstuvieron de hacerlo para presentar observaciones a los informes de evaluación. En ésta etapa del proceso, se permite a los oferentes únicamente hacer referencia en forma específica a las observaciones que sobre su propuesta hayan formulado los demás proponentes, si a ello hubiere lugar” (Fols. 60 a 61 del C. No. 1).  

En el Numeral 3.1. del Pliego se señalaron como documentos de contenido jurídico objeto de evaluación la Carta de presentación, el Documento de existencia y representación legal y la Garantía de seriedad de la oferta.

Por su parte, mediante el literal b. del numeral 3.1.2. relativo al Documento de existencia y representación legal se estableció:

“Propuestas Conjuntas: Cuando la propuesta sea presentada en consorcio o unión temporal, junto con la propuesta debe presentarse una carta de información, siguiendo los modelos suministrados en los Anexos No. 2 y 3, éstos deberán cumplir con los siguientes requisitos:

1. Los proponentes deberán indicar si su participación es a título de consorcio o de unión temporal, señalando los términos y extensión de la participación en la propuesta y en su ejecución(…)

2. Los integrantes del consorcio o miembros de una unión temporal deben señalar las reglas básicas que regulan las relaciones entre ellos y su responsabilidad para el caso de la unión temporal, estableciendo los términos y su extensión (Actividades y porcentaje) de la participación en la propuesta y en su ejecución para cada uno de los integrantes. 

(…)

La no- presentación del documento de constitución del consorcio o de la unión temporal (Anexos 2 y 3) o el incumplimiento de los requisitos establecidos en este tipo de participantes dará lugar a que la propuesta sea evaluada como NO ADMISIBLE JURÍDICAMENTE (…)”. (Fols. 81 y 82 del C. No. 1).  

A través de el numeral 4.6 del pliego de condiciones, relativo a otras causales de rechazo de las propuestas, se establecieron entre otras causales: 

“(…)

b) Cuando las condiciones ofrecidas por el proponente no cumplan con los requisitos mínimos establecidos en los pliegos.

c) Cuando no coincida la información diligenciada en los formatos con la información de los documentos soporte solicitados como aclaración por parte de la Secretaría de Educación del Distrito Capital. La Secretaría de Educación entiende que la información no coincide cuando no exista correspondencia entre la información contenida en el documento soporte frente a la relacionada por el proponente en los respectivos formatos (…)”.  (Fol. 98 del C. No. 1). 

Que según el Acta de aclaración de pliegos del 8 de febrero de 2006 se encuentra que la Unión Temporal demandante únicamente presentó observaciones respecto de los numerales 2.2.1 relativo al valor de la propuesta y el numeral 2.1.2. del pliego relativo al alcance del servicio de suministro (Fols. 169 a 178 del C. No. 1). 

En marzo de 2006 se presentó el Informe de evaluación técnica y jurídica (Fols. 365 a 372 del C. No. 1) de las propuestas en el que se señaló como orden de elegibilidad para el Grupo No. 2.

“1. REPRESENTACIONES E INVERSIONES ELITE LTDA.

2.U.T. MR. CLEAN S.A. – MANTENIMIENTO ASEO SERVICIOS –MAS S.A.

3. SERVIASEO S.A.”

Y para el Grupo No. 5 de la licitación: 

“1. U.T. MR. CLEAN S.A. – MANTENIMIENTO ASEO SERVICIOS –MAS S.A.

2.INTERNACIONAL DE NEGOCIOS S.A.”
Tanto la Sociedad Representaciones e Inversiones Elite Ltda. (Folios 612 a 617 del C. No. 1 de pruebas) como la Sociedad Internacional de negocios S.A. (Folios 589 a 598 del C No. 1 de pruebas) presentaron observaciones a la calificación otorgada por el Comité a la Unión Temporal demandante señalando que la carta de presentación arrimada por ésta no reunía los requisitos del pliego, pues en ésta las sociedades integrantes no especificaron su nivel de participación en la propuesta ni las actividades a realizar por cada una de ellas y manifestaron que la actividad a ejecutar sería “administración del suministro de servicios de aseo para colegios distritales y sedes administrativas de la secretaría de educación (…)”, objeto totalmente diverso al de la licitación.  

Por medio del informe de recomendación de adjudicación de la licitación pública de abril de 2006, la demandada dio respuesta a las observaciones presentadas estimándolas improcedentes, argumentando entre otras cosas que de los documentos allegados por la unión temporal demandante sí se habían especificado las actividades a ejecutar por cada una de las sociedades, consistentes en la “Administración del Suministro de Servicios de Aseo” (Fols. 24 a 49 del C. No. 2).

Mediante escrito del 28 de marzo de 2006 el representante legal de la Unión Temporal demandante presentó un escrito de réplica a las observaciones presentadas frente a su propuesta por los demás oferentes, señalando entre otras cosas que:

“(…) Dentro de los términos y extensión de participación se aclara que la ACTIVIDAD A EJECUTAR por cada uno de los integrantes es la de Administración del suministro de servicios de aseo para colegios distritales y sedes administrativas de la secretaría de Educación del Distrito(…) Vale la pena aclarar que el objeto de la licitación es “El suministro del servicio de aseo para Colegios Distritales y Sedes Administrativas de la Secretaría de Educación del Distrito”. Por lo tanto, el objeto es claro en que se debe suministrar el servicio de aseo (Ejecutar todo lo concerniente a las actividades necesarias para prestar este servicio). Mi representada manifiesta que administrara dicho suministro de servicio que dicho de paso será dado por nosotros en caso de que se nos adjudique el contrato. El proponente INTERNACIONAL DE NEGOCIOS pretende colocar en tela de juicio los términos y extensión de participación de mi representada tomando como base que la palabra administrar no involucra la acción de ejecución, concepto equivocado porque no se puede tomar como base un significado del alcance de un diccionario(…)En este orden de ideas es bastante claro que el término administración no solo involucra la ejecución sino también la planificación, organización, dirección y control del servicio a prestar que es más que suficiente para establecer los términos y extensión de la participación de cada uno de los proponentes de la unión temporal(…)  (Resaltado por fuera del texto) (Fols. 276 a 283 del C. No. 1). 

En audiencia pública de adjudicación que se llevó a cabo el 20 de abril de 2006, posteriormente reiterada mediante la Resolución No. 1421 La Secretaría de Educación de Bogotá estimó procedentes las observaciones presentadas tanto por la Sociedad Representaciones e Inversiones Elite Ltda., como por la Sociedad Internacional de negocios S.A. frente a la propuesta presentada por la U.T. Mr. Clean S.A.- Mantenimiento Aseo Servicios – MAS S.A. y en consecuencia la rechazo, adjudicando mediante el artículo segundo y el artículo quinto de la parte resolutiva el Grupo No. 2 de la licitación a la Sociedad Representaciones e Inversiones Elite Ltda. y el Grupo No. 5 a la Sociedad Internacional de negocios S.A. (Folios 3 a 216 del C. No. 2 de pruebas)

Respecto de las observaciones presentadas señaló:

“Respuestas de Aspecto Jurídico:

1. Observantes:  Representaciones e Inversiones Elite 
                Internacional de Negocios. 

Observación: Observan a la U.T. Mr. Clean S.A.-Mas S.A., señalando que no cumple con los requisitos para la conformación de la Unión Temporal exigido por el pliego, en razón a que la actividad de Administración no permite el cumplimiento del objeto del presente proceso licitatorio.

Respuesta: Procede la Observación. Revisado nuevamente el Anexo 3, a folio 16 y 17, modelo de carta de información de la Unión Temporal Mr. Clean S.A.-Mas S.A., en lo referente a la descripción de las actividades a ejecutar por cada uno de los integrantes señala que ésta será la administración del suministro de servicios de aseo, cada una en un porcentaje de 40 y 60 por ciento respectivamente. Ahora bien, la SED encuentra del análisis y revisión de éste documento que efectivamente las actividades a ejecutar se limitan a administrar y no al suministro del servicio de aseo, lo cual no guarda correspondencia con el objeto a ejecutar dentro de este proceso licitatorio que es suministro de aseo, por lo tanto la no admisibilidad es jurídica y se encuentra en el numeral 3.1.2. literal B, por no cumplir con los requisitos establecidos para éste tipo de participantes, al no señalar los términos y extensión de la participación de la propuesta y en su ejecución” (Fol. 4 del C. No. 2 de pruebas).  

El 2 de mayo de 2006 se celebró entre la demandada y la Sociedad Internacional de Negocios S.A. el contrato No. 054 para la ejecución del objeto de la Licitación pública en el grupo No. 5 (Folios 155 a 164 del C. No. 2 de pruebas).

Por otro tanto, el mismo 2 de mayo de 2006 se celebró entre la demandada y la Sociedad Representaciones e Inversiones Elite Ltda. el contrato No. 055 para la ejecución del objeto de la Licitación pública en el grupo No. 2 (Folios 165 a 174 del C. No. 2 de pruebas).

7.1. Documentos relativos a la propuesta presentada por la Unión temporal demandante.

En éste punto precisa la Sala que si se tendrán como prueba los documentos que conforman la propuesta presentada por la Unión temporal demandante, pues i bien estos se allegaron en copia simple no fueron tachados de falso por las partes ni frente a ellos se presentó una conducta reticente a que fuesen tenidos como prueba en el curso de todo el proceso. 

En el Modelo de Carta de presentación de la propuesta, tanto la sociedad MAS S.A. como la Sociedad Mr. Clean S.A establecen que la actividad a ejecutar por cada una de ellas es la de “Administración del suministro de servicios de aseo para colegios distritales y sedes administrativas de la Secretaría de educación del distrito (…)”, en un 40% y un 60%, respectivamente (Fol. 748 del C. No. 2 de pruebas)

Si bien por medio del documento de constitución de la Unión temporal se señala el objeto de la Licitación Pública, en dicho documento nunca se hizo referencia a las actividades a realizar por cada una de las integrantes ni se especificó la finalidad con la que presentaban su propuesta (Folios 300 y 301 del C. No. 2 de pruebas). 

Póliza de seguro de cumplimiento No. 8000621772 expedida por la Aseguradora Seguros del Estado S.A. (Folios 304 del C. No. 1), en la que también se hace referencia al objeto de la licitación pero no las actividades a ejecutar por las sociedades integrantes de la Unión Temporal. 

Certificaciones de experiencia de las sociedad integrantes de la UT temporal en las que se hace constar su experiencia en la prestación de diferentes servicios, incluyendo dentro de éstos los servicios de aseo (Fols. 354 a 362 del C. No. 2 de pruebas). 

Documento de especificaciones técnicas en el que hace énfasis en las características y capacitación del personal de aseo (Fols. 403 a 418 del C. No. 2 de pruebas). 

8. La solución del caso concreto.

Pues bien, de las probanzas allegadas y que atrás se reseñaron, se evidencia claramente que las sociedades integrantes de la Unión temporal demandante presentaron su propuesta para la “administración” del suministro de los servicios de aseo, cuando el objeto de la licitación Pública No. LP-SED-SGO-003-2006 tenía por objeto el “suministro” de los servicios de aseo.

Que si bien la accionante afirma que de los demás documentos que hacían parte de la propuesta y que no fueron valorados por el Tribunal de primera instancia por haber sido aportados en copia simple se podía inferir que había presentado su propuesta para el “suministro de los servicios de aseo”, del estudio de los mismos lo único que se logra evidenciar es que en ellos se reproducía el objeto de la licitación más no se especificaba la voluntad de las partes de presentar su propuesta para el desarrollo del objeto de la licitación.

En efecto, tanto en el documento de constitución de la Unión Temporal, como en la Póliza de cumplimiento, las certificaciones de experiencia  y el documento de especificaciones técnicas se reprodujo el objeto de la licitación, más las partes en ninguno de estos documentos especificaron las actividades a realizar por cada uno de sus integrantes.

Adicionalmente, de la lectura del certificado de existencia y representación se señala dentro del objeto social que una de sus actividades principales es la de “administrar” la prestación de los servicios de aseo y otros servicios. 

Pero además, no puede ahora venir a afirmarse que la palabra “administración” contenida en el modelo de la carta de presentación de la propuesta se trató de un error de transcripción, pues la voluntad de las sociedades integrantes de la Unión temporal accionante de presentar su propuesta para la “Administración del suministro de los servicios de aseo” se corroboró por medio del escrito allegado el 28 de marzo de 2006 en el que éstas especifican que presentan su propuesta para ejecutar la administración del suministro de los servicios de aseo y se dan la tarea de señalar que el término de administrar incluye por ende ejecutar el objeto de la licitación para la cual presentaron su propuesta, pretendiendo con ello que la administración asuma que el objeto de su propuesta se encuadra dentro del objeto de la licitación a la que dieron apertura. 

Y es que no se puede confundir el contrato de “suministro” de un determinado servicio  con la “administración” de un determinado contrato, pues tal como se precisó en líneas anteriores el suministro implica la prestación periódica o sucesiva de bienes o servicios a cambio de una contraprestación, convención que dista mucho de ser asimilable a un contrato de administración, por el cual la persona se obliga a procurar su oportuna y debida ejecución más no a ejecutar la prestación propia del contrato, en este caso el servicio de aseo. 

No podía pretender la Unión Temporal demandante que la entidad estatal contratante adecuara su propuesta al objeto de la licitación pública a la que dio apertura y que luego le adjudicara los Grupos No. 2 y 5 cuando el objeto por el que presentó su propuesta nada tenía que ver con el objeto de la licitación a la que dio apertura. 

No es cierto que la entidad accionada haya creado ilegalmente un nuevo término para que los demás oferentes presentaran nuevas observaciones contraviniendo de ésta forma normas de carácter imperativo, pues el numeral 1.2.10 la facultaba para ello y se logró demostrar que en ese término tanto la Sociedad Representaciones e Inversiones Elite Ltda., como la Sociedad Internacional de negocios S.A. reiteraron las observaciones inicialmente presentadas frente a la propuesta presentada por la U.T. Mr. Clean S.A.- Mantenimiento Aseo Servicios – MAS S.A. el 20 de abril de 2006, posteriormente reiterada mediante la Resolución No. 1421 La Secretaría de Educación

En éstos términos, es evidente entonces que la oferta presentada por la Unión Temporal demandante debía ser rechazada de plano por no haber sido presentada para ejecutar el objeto especificado en la licitación y que por consiguiente ni la Resolución de adjudicación No. 1421 del 20 de abril de 2006, ni los contratos Nos. 054 y 055 del 2 de mayo de 2006 acusados se encuentran viciados de nulidad porque la decisión de rechazar la propuesta presentada por la U.T. Mr. Clean S.A.- Mantenimiento Aseo Servicios – MAS S.A., se ajustó a lo previsto en los pliegos de condiciones y en las normas que rigen la actividad contractual del estado 

Es de precisar en éste punto que si bien según el artículo 25 de la ley 80 de 1993 y la jurisprudencia señalada por ésta Corporación, se admite que el incumplimiento de algunos de los requisitos previstos en el pliego de condiciones sea susceptible de ser subsanado en el curso del proceso de selección, en el caso que ahora ocupa la atención de la Sala dicha postura no resulta aplicable, pues el incumplimiento de un aspecto tan elemental como el de presentar una propuesta para ejecutar un objeto totalmente diverso al de la licitación pública para la cual la presentó, impone de forma inmediata su rechazo.

Es de resaltar la importancia que reviste la actividad contractual del estado para la satisfacción de intereses públicos, razón por la cual carece de toda razonabilidad que un contratista en su calidad de colaborador de la administración pretenda que se le adjudique una determinada licitación pretendiendo ejecutar un objeto totalmente diverso al señalado en ésta. 

De otro lado, se tiene que si bien la Unión Temporal  demandante alega haber obtenido el mayor puntaje de calificación en el informe de evaluación de las propuestas elaborado por el comité de la entidad, tal como se manifestó en líneas anteriores el representante legal de la entidad contratante se encontraba en el deber de corregir o modificar dicha calificación al advertir que ésta no se ajustaba a las normas y reglas contenidas en el pliego de condiciones.

Y es que si para la fecha en que se calificaron las propuestas, la administración no se había percatado que la Unión Temporal demandante había presentado su propuesta para ejecutar un objeto totalmente diverso al de la licitación a la que dio apertura, una vez enterada de ello ante la observaciones presentadas por otros de los proponentes, se encontraba facultada para corregir el puntaje otorgado a las propuestas y rechazar la presentada por la Unión Temporal demandante.

Por otro tanto, se encuentra que la Unión Temporal demandante no logró acreditar la ilegalidad del acto de adjudicación alegada, así como tampoco demostró que su propuesta era la mejor y la más favorable para el cumplimiento de los intereses de la administración, una razón más para que las pretensiones por el elevadas estuvieran destinadas al fracaso.   
Corolario de lo anterior es que no es nulo el acto de adjudicación ni es nulo el contrato celebrado y como así lo vio y lo decidió el a quo, la sentencia apelada será confirmada. 

En mérito de lo expuesto la Subsección C de la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, administrando justicia en nombre la de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR  la sentencia apelada por las razones antes expuestas.

SEGUNDO: DEVOLVER el expediente al Tribunal de Origen. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ

Presidenta de la Sala

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA

Consejero Ponente

� Folios 1 a 56 del C. No. 1. 


� Folios 356 y 357 del C. No. 1.


� Folios 359 y 360 del C. No. 1. 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia del 5 de junio de 2008, Exp. 8031(Original del texto citado).


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia del 26 de abril de 2006, Exp. 16.041 (Original del texto citado).


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, Sentencia del 22 de mayo de 2013, Exp. 25.592 (Original del texto citado).


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, Sentencia del 13 de febrero de 2015, Exp. 30.161. 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, Sentencia del 12 de noviembre de 2014, Exp. 27.986 (Original del texto citado).


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, Sentencia del 14 de marzo de 2013, Exp. 24.059 (Original del texto citado) 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, Sentencia del 12 de junio de 2014, Exp. 21.324 (Original del texto citado).


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, Sentencia del 13 de febrero de 2015, Exp. 30.161.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia del 7 de septiembre de 2004, Exp. 13.790.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, Sentencia del 13 de febrero de 2015, Exp. 30.161.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia del 3 de diciembre de 2007, Expediente No. 24715 y otros Acum. 


� Escola Jorge Héctor, “Tratado Integral de los Contratos administrativos” Parte especial, Volumen II, Editorial de Palma Buenos Aires 1979, Págs. 508-509.


� Artículo  4º.- Para la consecución de los fines de que trata el artículo anterior, las entidades estatales:


1o. Exigirán del contratista la ejecución idónea y oportuna del objeto contratado. Igual exigencia podrán hacer al garante.


2o. Adelantarán las gestiones necesarias para el reconocimiento y cobro de las sanciones pecuniarias y garantías a que hubiere lugar.


3o. Solicitarán las actualización o la revista de los precios cuando se produzcan fenómenos que alteren en su contra el equilibrio económico o financiero del contrato.


4o. Adelantarán revisiones periódicas de las obras ejecutadas, servicios prestados o bienes suministrados, para verificar que ellos cumplan con las condiciones de calidad ofrecidas por los contratistas, y promoverán las acciones de responsabilidad contra éstos y sus garantes cuando dichas condiciones no se cumplan.


Las revisiones periódicas a que se refiere el presente numeral deberán llevarse a cabo por lo menos una vez cada seis (6) meses durante el término de vigencia de las garantías.


5o. Exigirán que la calidad de los bienes y servicios adquiridos por las entidades estatales se ajuste a los requisitos mínimos previstos en las normas técnicas obligatorias, sin perjuicio de la facultad de exigir que tales bienes o servicios cumplan con las normas técnicas colombianas o, en su defecto, con normas internacionales elaboradas por organismos reconocidos a nivel mundial o con normas extranjeras aceptadas en los acuerdos internacionales suscrito por Colombia.


 6o. Adelantarán las acciones conducentes a obtener la indemnización de los daños que sufran en desarrollo o con ocasión del contrato celebrado.


7o. Sin perjuicio del llamamiento en garantía, repetirán contra los servidores públicos, contra el contratista o los terceros responsables, según el caso, por las indemnizaciones que deban pagar como consecuencia de la actividad contractual.


 8o. Adoptarán las medidas necesarias para mantener durante el desarrollo y ejecución del contrato las condiciones técnicas, económicas y financieras existentes al momento de proponer en los casos en que se hubiere realizado licitación o concurso, o de contratar en los casos de contratación directa. Para ello utilizarán los mecanismos de ajuste y revisión de precios, acudirán a los procedimientos de revisión y corrección de tales mecanismos si fracasan los supuestos o hipótesis para la ejecución y pactarán intereses moratorios.


Sin perjuicio de la actualización o revisión de precios, en caso de no haberse pactado intereses moratorios, se aplicará la tasa equivalente al doble del interés legal civil sobre el valor histórico actualizado.


9o. Actuarán de tal modo que por causas a ellas imputables, no sobrevenga una mayor onerosidad en el cumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista. Con este fin, en el menor tiempo posible, corregirán los desajustes que pudieren presentarse y acordarán los mecanismos y procedimientos pertinentes para precaver o solucionar rápida y eficazmente las diferencias o situaciones litigiosas que llegaren a presentarse.


10. Numeral adicionado por el art. 19 de la Ley 1150 de 2007, así: Respetarán el orden de presentación de los pagos por parte de los contratistas. Sólo por razones de interés público, el jefe de la entidad podrá modificar dicho orden dejando constancia de tal actuación.


Para el efecto, las entidades deben llevar un registro de presentación por parte de los contratistas, de los documentos requeridos para hacer efectivos los pagos derivados de los contratos, de tal manera que estos puedan verificar el estricto respeto al derecho de turno. Dicho registro será público.


Lo dispuesto en este numeral no se aplicará respecto de aquellos pagos cuyos soportes hayan sido presentados en forma incompleta o se encuentren pendientes del cumplimiento de requisitos previstos en el contrato del cual se derivan"(Original del texto que se cita)


� Artículo   32. Son contratos estatales todos los actos jurídicos generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente estatuto, previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad, así como los que, a título enunciativo, se definen a continuación


1o. Contrato de Obra


Son contratos de obra los que celebren las entidades estatales para la construcción, mantenimiento, instalación y, en general, para la realización de cualquier otro trabajo material sobre bienes inmuebles, cualquiera que sea la modalidad de ejecución y pago.


En los contratos de obra que hayan sido celebrados como resultado de un proceso de licitación o concurso públicos, la interventoría deberá ser contratada con una persona independiente de la entidad contratante y del contratista, quien responderá por los hechos y omisiones que le fueren imputables en los términos previstos en el artículo 53 del presente estatuto (Original del texto que se cita). 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, Sentencia del 14 de amyo de 2014, Exp. 27.626, Sentencia de abril de 2015, Exp. 36.626. 


� [70] “El inciso último del artículo 30 de Ley 80 dispone que ninguna orden del interventor de obra podrá darse verbalmente; es obligatorio para el interventor entregar por escrito sus órdenes y sugerencias y ellas deben enmarcarse dentro de los términos del respectivo contrato”(Original del fallo que se cita). 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 20 de noviembre de 2008, expediente 17031 (Original del fallo que se cita).


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, Sentencia del 28 de febrero de 2013, Exp. 25.199. 





